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En Tampamolón Corona, estado de San Luis Potosí, a 27 de marzo de 2024, 
siendo las 10:00 hrs y con la finalidad de llevar a cabo sesión ordinaria de 

cabildo, señalada para tal fecha y hora previa convocatoria girada, se 
encuentran presentes los de la Administración Municipal 2021-2024, los  

CC. Silvia Medina Burgaña, Presidenta Municipal Constitucional, Atanacio 
Ortiz Martínez, Regidor de Mayoría Relativa, Miguel Santiago Celestina, primer 
regidor de representación proporcional, Rufina Santiago Martínez, segunda 

regidora de representación proporcional, Yolanda Sánchez Marín, tercera 
regidora de representación proporcional, Joel Quintín González, cuarto 

regidor de representación proporcional, Emiliano Juárez Espinoza, quinto 
regidor de representación proporcional, Lic. Elizabeth Hernández Santos, 

Síndico Municipal  y  Profr. y Lic. Juan Román Sánchez Ostos, Secretario 
General del H. Ayuntamiento para dar inicio a la presente sesión bajo el 

siguiente: 

                                      ORDEN DEL DIA 
 

1. Pase de lista y verificación del quórum legal.  
2. Instalación legal de la sesión.  

3. Lectura del acta anterior. 
4. Análisis, y en su caso aprobación de la Minuta de proyecto que reforma el 

párrafo primero y la fracción II del artículo 17 de la Constitución Política 

del Estado Libre y Soberano de San Luis Potosí (tema: para garantizar el 
acceso a la justicia; y al ejercicio de los derechos de la ciudadanía).  

5. Asuntos Generales.  
6. Clausura de la sesión 

 
ACTO PRIMERO: se realiza el pase de lista y verificación del quórum legal. 
  

ACTO SEGUNDO: Al encontrarse verificado y constituido el quórum legal, la 
C. Silvia Medina Burgaña, Presidenta Municipal Constitucional, por su 

conducto se declara formal, legalmente instalada la sesión y validos los 

acuerdos que de la misma emanen. 

TERCERO: La C. Silvia Medina Burgaña, Presidenta Municipal 
Constitucional, cede la palabra al Profr. y Lic. Juan Román Sánchez Ostos, 
Secretario General del H. Ayuntamiento quien da lectura al acta de la sesión 

FECHA: 27 DE MARZO DE 2024 

ACTA DE CABILDO No.   106/2024 
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anterior, cumplido el acto y al encontrarse asentada en los términos legales y 

correctos se APRUEBA POR UNANIMIDAD.                       

ACTO CUARTO: En uso de la palabra la C. Silvia Medina Burgaña, Presidenta 

Municipal Constitucional, informa que se recibió del Congreso del Estado una 

Minuta Proyecto de Decreto. EXPOSICIÓN DE MOTIVOS.  Desde la promulgación de la 

Constitución Política de los Estados Mexicanos, se estableció en el artículo 17:  “Nadie puede ser preso por 

deudas de un carácter puramente civil. Ninguna persona podrá hacerse justicia por sí misma, ni ejercer 

violencia reclamar derecho. Los tribunales estarán expeditos para administrar justi cia en los plazos y 

términos que fije la ley, y su servicio será gratuito, quedando, en consecuencia, prohibidas las costas 

judiciales.” Del texto transcrito se observa que constitucionalmente nuestro país estableció el acceso a la 

justicia hace más de cien años. Disposición que guarda un estrecho vínculo con las estipulaciones 

contenidas en la Declaración Universal de los Derechos Humanos, que en sus ordinales: 8, 10 y 11, 

prescribe: “Artículo 8. Toda persona tiene derecho a un recurso efectivo ante los tribunales nacionales 

competentes, que la ampare contra actos que violen sus derechos fundamentales reconocidos por la 

constitución o por la ley.”. “Artículo 10. Toda persona tiene derecho, en condiciones de plena igualdad, a 

ser oída públicamente y con justicia por un tribunal independiente e imparcial, para la determinación de sus 

derechos y obligaciones o para el examen de cualquier acusación contra ella en mate ria penal.”. “Artículo 

11. 1. Toda persona acusada de delito tiene derecho a que se presuma su inocencia mientras no se pruebe 

su culpabilidad, conforme a la ley y en juicio público en el que se le hayan asegurado todas las garantías 

necesarias para su defensa. 2. Nadie será condenado por actos u omisiones que en el momento de 

cometerse no fueron delictivos según el Derecho nacional o internacional. Tampoco se impondrá pena más 

grave que la aplicable en el momento de la comisión del delito.” Así como lo que sustenta el arábigo 14 del 

Pacto Internacional de Derechos Civiles y Políticos: “Artículo 14. 1. Todas las personas son iguales ante 

los tribunales y cortes de justicia. Toda persona tendrá derecho a ser oída públicamente y con las debidas 

garantías por un tribunal competente, independiente e imparcial, establecido por la ley, en la substanciación 

de cualquier acusación de carácter penal formulada contra ella o para la determinación de sus derechos u 

obligaciones de carácter civil. La prensa y el público podrán ser excluidos de la totalidad o parte de los 

juicios por consideraciones de moral, orden público o seguridad nacional en una sociedad democrática, o 

cuando lo exija el interés de la vida privada de las partes o, en la medida estrictamente necesaria en opinión 

del tribunal, cuando por circunstancias especiales del asunto la publicidad pudiera perjudicar a los intereses 

de la justicia; pero toda sentencia en materia penal o contenciosa será pública, excepto en los casos en que 

el interés de menores de edad exija lo contrario, o en las acusaciones referentes a pleitos matrimoniales o 

a la tutela de menores. 2. Toda persona acusada de un delito tiene derecho a que se presuma su inocencia 

mientras no se pruebe su culpabilidad conforme a la ley. 3. Durante el proceso, toda persona acusada de 

un delito tendrá derecho, en plena igualdad, a las siguientes garantías mínimas:  a) A ser informada sin 

demora, en un idioma que comprenda y en forma detallada, de la naturaleza y causas de la acusación 

formulada contra ella; b) A disponer del tiempo y de los medios adecuados para la preparación de su 

defensa y a comunicarse con un defensor de su elección; c) A ser juzgado sin dilaciones indebidas; d) A 
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hallarse presente en el proceso y a defenderse personalmente o ser asistida por un defensor de su elección; 

a ser informada, si no tuviera defensor, del derecho que le asiste a tenerlo, y, siempre que el interés de la 

justicia lo exija, a que se le nombre defensor de oficio, gratuitamente, si careciere de medios suficientes 

para pagarlo; e) A interrogar o hacer interrogar a los testigos de cargo y a obtener la comparecencia de los 

testigos de descargo y que éstos sean interrogados en las mismas condiciones que los testigos de cargo; 

f) A ser asistida gratuitamente por un intérprete, si no comprende o no habla el idioma empleado en el 

tribunal; g) A no ser obligada a declarar contra sí misma ni a confesarse culpable.  4. En el procedimiento 

aplicable a los menores de edad a efectos penales se tendrá en cuenta esta circunstancia y la importancia 

de estimular su readaptación social. 5. Toda persona declarada culpable de un delito tendrá derecho a que 

el fallo condenatorio y la pena que se le haya impuesto sean sometidos a un tribunal superior, conforme a 

lo prescrito por la ley. 6. Cuando una sentencia condenatoria firme haya sido ulteriormente revocada, o el 

condenado haya sido indultado por haberse producido o descubierto un hecho plenamente probatorio de la 

comisión de un error judicial, la persona que haya sufrido una pena como resultado de tal sentencia deberá 

ser indemnizada, conforme a la ley, a menos que se demuestre que le es imputable en todo o en parte el 

no haberse revelado oportunamente el hecho desconocido. 7. Nadie podrá ser juzgado ni sancionado por 

un delito por el cual haya sido ya condenado o absuelto por una sentencia firme de acuerdo con la ley y el 

procedimiento penal de cada país. También lo señalado en la Declaración Americana de los Derechos y 

Deberes del Hombre en sus numerales XVIII y XXVI: “Artículo XVIII. Toda persona puede ocurrir a los 

tribunales para hacer valer sus derechos. Asimismo debe disponer de un procedimiento sencillo y breve por 

el cual la justicia lo ampare contra actos de la autoridad que violen, en perjuicio suyo, alguno de los derechos 

fundamentales consagrados constitucionalmente.”. Artículo XXVI. Se presume que todo acusado es 

inocente, hasta que se pruebe que es culpable.  Toda persona acusada de delito tiene derecho a ser oída 

en forma imparcial y pública, a ser juzgada por tribunales anteriormente establecidos de acuerdo con leyes 

preexistentes y a que no se le imponga penas crueles, infamantes o inusitadas”. Sin que sea óbice invocar 

lo que al respecto determina la Convención Americana de los Derechos Humanos en el numerario 8: 

“ARTÍCULO 8. Garantías Judiciales 1. Toda persona tiene derecho a ser oída, con las debidas garantías y 

dentro de un plazo razonable, por un juez o tribunal competente, independiente e imparcial, establecido con 

anterioridad por la ley, en la sustanciación de cualquier acusación penal formulada contra ella, o para la 

determinación de sus derechos y obligaciones de orden civil, laboral, fiscal o de cualquier otro carácter. 2. 

Toda persona inculpada de delito tiene derecho a que se presuma su inocencia mientras no se establezca 

legalmente su culpabilidad. Durante el proceso, toda persona tiene derecho, en plena igualdad, a las 

siguientes garantías mínimas: a) derecho del inculpado de ser asistido gratuitamente por el traductor o 

intérprete, si no comprende o no habla el idioma del juzgado o tribunal; b) comunicación previa y detallada 

al inculpado de la acusación formulada; c) concesión al inculpado del tiempo y de los medios adecuados 

para la preparación de su defensa; d) derecho del inculpado de defenderse personalmente o de ser asistido 

por un defensor de su elección y de comunicarse libre y privadamente con su defensor; e) derecho 

irrenunciable de ser asistido por un defensor proporcionado por el Estado, remunerado o no según la 

legislación interna, si el inculpado no se defendiere por sí mismo ni nombrare defensor dentro del plazo 

establecido por la ley; f) derecho de la defensa de interrogar a los testigos presentes en el tribunal y de 
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obtener la comparecencia, como testigos o peritos, de otras personas que puedan arrojar luz sobre los 

hechos; g) derecho a no ser obligado a declarar contra sí mismo ni a declararse culpable, y h) derecho de 

recurrir del fallo ante juez o tribunal superior. 3. La confesión del inculpado solamente es válida si es hecha 

sin coacción de ninguna naturaleza.  4. El inculpado absuelto por una sentencia firme no podrá ser sometido 

a nuevo juicio por los mismos hechos. 5. El proceso penal debe ser público, salvo en lo que sea necesario 

para preservar los intereses de la justicia.” De los fundamentos referidos podemos colegir que es una 

constante la preocupación internacional porque las personas tengan acceso a la justicia, y en los momentos 

actuales que la tecnología ha avanzado, y que el párrafo sexto del artículo 6º del Pacto Polí tico Federal 

prevé: “El Estado garantizará el derecho de acceso a las tecnologías de la información y comunicación, así 

como a los servicios de radiodifusión y telecomunicaciones, incluido el de banda ancha e internet. Para 

tales efectos, el Estado establecerá condiciones de competencia efectiva en la prestación de dichos 

servicios”. Es imponderable que el acceso a la justicia sea una realidad mediante los avances de la 

tecnología, es decir la denominada justicia digital, en algunos estados, o justicia electrónica, en otros. En 

ese orden de ideas, cabe mencionar que entidades federativas como Coahuila, Ciudad de México, Nuevo 

León, entre otras, han implementado el sistema de justicia digital , y aun cuando se reconoce que es un 

proyecto que se tardará algunos años en materializar, no ha de pasar inadvertido que se busca concretar 

el ideal de toda la ciudadanía al acceso a la justicia. No obsta mencionar que la pandemia ocasionada por 

el coronavirus (SARS-CoV-2), provocó la dilación de la impartición de justicia, por las medidas que se 

dictaron para protección de toda la población, y como consecuencia la Organización de Estados Americano s 

emitió la Resolución 1/2020 que contiene (…) recomendaciones a los Estados para garantizar derechos de 

la población en el contexto de la pandemia”. Por lo que resulta necesario establecer la justicia en línea en 

San Luis Potosí, cuya implementación sería gradual, sin que se exceda el uno de junio del dos mil 

veintisiete. ÚNICO. Se reforma el párrafo primero y la fracción II del artículo 17 de la Constitución Política 

del Estado Libre y Soberano de San Luis Potosí, para quedar como sigue ARTÍCULO 17. El Congreso del 

Estado expedirá las leyes a las que deban ajustarse las y los servidores públicos, así como las autoridades, 

para garantizar el acceso a la justicia y al ejercicio de los derechos de la ciudadanía; esos ordenamientos 

deberán atender: I. … II. En San Luis Potosí la función jurisdiccional se rige por los principios de legalidad, 

honradez, accesibilidad, transparencia, máxima publicidad y rendición de cuentas.  El Poder Judicial del 

Estado, el Tribunal Electoral del Estado, el Tribunal Estatal de Justicia Administrativa, el Tribunal Estatal de 

Conciliación y Arbitraje, implementarán el sistema de justicia en línea, mediante el uso de tecnologías de 

información y la comunicación a efecto de tramitar los juicios y todas sus instancias en línea. Las leyes de 

la materia establecerán las diligencias y procesos que por su naturaleza deban ser presenciales, para 

garantizar una adecuada impartición de justicia. El sistema penal acusatorio y oral en el Estado, garantiza 

la tutela integral en el acceso a la justicia y la protección a las víctimas, ofendidos, testigos y,  en general, 

de todos los sujetos que intervengan en el proceso. Para cumplimentar estos fines y derechos en beneficio 

de los habitantes del Estado, el proceso penal será acusatorio y oral, con la misma configuración de 

principios, reglas, garantías y derechos a favor del imputado, la víctima o el ofendido, asumidos por la 

Constitución Política de los Estados Unidos Mexicanos y que en lo concerniente el Estado adopta como 

propios. La ley establecerá las bases para fijar el lugar y establecimientos donde las personas sentenciadas 
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deban compurgar la pena de prisión impuesta por la autoridad jurisdiccional.  Las y los jueces de ejecución 

de sentencias controlarán y vigilarán la legalidad y respeto a los derechos de la persona sentenciada. Las 

leyes preverán mecanismos alternativos de solución de controversias. En la materia penal regularán su 

aplicación, asegurarán la reparación del daño, y establecerán los casos en los que se requerirá supervisión 

judicial, y III. … … … … … …  

T R A N S I T O R I O S. PRIMERO. Este Decreto entrará en vigor al día siguiente de su publicación en el 

Periódico Oficial del Estado "Plan de San Luis", previo procedimiento que aluden los párrafos, primero, y 

segundo del artículo 138 de la Constitución Local. SEGUNDO. El sistema de justicia en línea se 

implementará en los tribunales del Estado de forma gradual, sin que se exceda el término del uno de 

diciembre de dos mil veintiséis. TERCERO. Los procedimientos que se encuentren en trámite, continuarán 

su sustanciación de conformidad con la legislación aplicable en el momento del inicio de los mismos.  

CUARTO. Se derogan todas las disposiciones que se opongan al presente Decreto.  Lo tendrá entendido el 

Ejecutivo del Estado, lo hará publicar, circular y obedecer.  D A D O en el salón de sesiones “Ponciano 

Arriaga Leija” del Honorable Congreso del Estado, en Sesión Extraordinaria, el veinte de diciembre del dos 

mil veintitrés. Honorable Congreso del Estado. Por la Directiva. Primera Secretaria: Legisladora 

Martha Patricia Aradillas Aradillas. Presidenta: Legisladora Dolores Eliza García Román. Segundo 

Secretario: Legislador Edmundo Azael Torrescano Medina. Al no haber más intervenciones, se sometió 

a votación la Minuta Proyecto de Decreto de referencia, y resultaron 08 votos a favor; 0 abstenciones; y 0 

votos en contra; declarándose aprobada por: UNANIMIDAD en todos sus términos          y para los efectos 

de la parte relativa de los párrafos, primero, y segundo, del artículo 138 de la Constitución Política                del 

Estado Libre y Soberano de San Luis Potosí. 

 

ACTO QUINTO: ASUNTOS GENERALES: No existen asuntos generales que 
tratar.------------------------------------------------------------------------------------- 
 

ACTO SEXTO: No habiendo otro asunto que tratar por su conducto la C. Silvia 
Medina Burgaña, Presidenta Municipal Constitucional, se da por clausurada 

la presente sesión, siendo las 10:55 horas del mismo día, mes, año y validos 
los acuerdos tomados, firmando quienes en la misma intervinieron. DAMOS 

FE. ----------------------------------------------------------------------------------------- 
 

 

 
 

RUBRICA 
C. Silvia Medina Burgaña  

Presidenta Municipal Constitucional 
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RUBRICA 
C. Atanacio Ortiz Martínez 

Regidor de Mayoría Relativa 

 
 
 

RUBRICA 
C. Elizabeth Hernández Santos 

Síndico Municipal 
 

 
 
 

 
 

 
RUBRICA 

C. Miguel Santiago Celestina 
Primer Regidor 

 

 

 

 

 

 

RUBRICA 

C. Rufina Santiago Martínez 

Segundo Regidor 

 

 
  

 
 

RUBRICA 
C. Yolanda Sánchez Marín 

Tercer Regidora 

 
 

 
 

 
RUBRICA 

C. Joel Quintín González 

    Cuarto Regidor 
 

 
 

 
 
 

 
RUBRICA 

C. Emiliano Juárez Espinoza 
Quinto Regidor  

 

 
 
 

 
RUBRICA 

Profr. y Lic. Juan Román Sánchez 
Ostos  

Secretario General del H. 
Ayuntamiento 

 

  


